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Exp. 734/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 734/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: LA COMISION EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCION A VICTIMAS (CEEAV) Y LA DIRECCION GENERAL DE LA UNIDAD DE PRIMER CONTACTO Y ATENCION INMEDIATA (CEEAV).

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., cuatro de junio del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 734/2023/2, promovido por la C. **********señalando como autoridades demandadas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y la Dirección General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata.

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de julio de dos mil veintitrés, la C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Dirección General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, por los actos que a continuación se precisan:

“La resolución administrativa definitiva dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, consistente en el Acuerdo No. ********** del Expediente No. **********, pronunciada el 22 de mayo de 2023, en la que se determinó improcedente autorizar que, con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, se cubriera el apoyo solicitado por parte de la suscrita, es decir, el abastecimiento..”

II.- Mediante proveído de ocho de agosto de dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no contestar la demanda dentro del plazo que le fue indicado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

III.- En proveído de fecha dos de octubre de dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio y anexos, signado por los Licenciados ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas y **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, recibido en el buzón de promociones de termino de este Tribunal, el veintiuno de septiembre del dos mil veintitrés,  mediante el folio **********; visto el contenido del mismo se tuvo por contestada la demanda a las citadas autoridades, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora con el oficio contestatorio, para los efectos legales correspondientes.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora:  

· Oficio ********** de fecha veintidós de mayo de dos mil veintitrés********** 
· Copia certificada de la resolución contenida en el acuerdo ********** de fecha veintidós de mayo de dos mil veintitrés.
· Copia simple de la resolución de 14 de septiembre de 2020.
· La Instrumental de actuaciones; y

· La presuncional legal y humana.


A la autoridad demandada:
· Copia certificada de los documentos que sirvieron de base para el análisis y dictado del acuerdo administrativo **********.

· Copia certificada del expediente **********.

· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional lógica, legal y humana.

Por último, se señalaron las diez horas del treinta de octubre de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, y se hizo relación de las constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.


SEGUNDO.- La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el documento consistente en  el acuerdo **********emitido por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a las Victimas, documento fundatorio visible a fojas de la 12 a la 14 de autos.
**********Respecto a las autoridades demandadas; comparecieron los CC. Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas, Licenciado **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata; personalidad que quedo acreditada con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado, visible a fojas 45 y 47 del expediente.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando primero y Considerando Segundo de esta sentencia, el cual corre agregado a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes; documento público, el que  ya fue debidamente valorado.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

De acuerdo a lo anterior, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su contestación, hicieron valer la causal de improcedencia a que se refieren la fracción II, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y fracciones II y V, del artículo 229, del citado Código, basado en que el acto impugnado, se encuentra debidamente fundado y motivado, ya que cumple con los elementos y requisitos del acto administrativo, que cuando las solicitudes de ayuda inmediata, asistencia o atención no rebasen, los parámetros fijados en el tabulador de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, serán consideradas en cuanto a su procedencia o no por el Director General de la Unidad de Primer Contacto y será el Comisionado Ejecutivo quien apruebe dichos acuerdos, por lo que no existe ningún error de hecho o de derecho respecto al acuerdo administrativo **********, derivado de la solicitud de acceso a los recursos delo fondo de ayuda, asistencia y reparación integral, presentada por la C. **********, el pasado 15 de mayo del 2023, respecto a la gestión de apoyo para abastecimiento a fin de mitigar la situación que supuestamente padece desde el hecho victimizante, en virtud de que el acuerdo por el cual se determinó la improcedencia, deriva de un estudio y/o análisis a las características de los hechos y sus consecuencias, as particularidades de la víctima como la condición socioeconómica, o la repercusión de los daños en la vida familiar, la imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño en la vida familiar, la imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño.
Sigue diciendo que debe entenderse por necesidad inmediata, aquella cuyo fin es atender las consecuencias reactivas adyacentes de su victimización y destaca que en el acuerdo administrativo impugnado, se precisó que efectivamente las medidas de ayuda solicitadas no son permanentes o exclusivamente con cargo a los recursos del Fideicomiso Estatal, sino que resultan aplicables para superar la condición de necesidad inmediata de la víctima al hecho victimizante, lo cual no acontece en el presente asunto, ya que el hecho victimizante que originó la recomendación ********** ocurrió desde agosto de 2019, aunado a que a la hoy actora se le ha apoyado oportunamente por medio de los recursos del fondo, por lo que, el acuerdo administrativo impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, toda vez que no basta el mero dicho de las víctimas para que automáticamente les sea pagado cualquier monto, sino que se debe valorar la procedencia de dichas medidas bajo criterios de razonabilidad; por lo que bajo ese contexto la Dirección General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, determinó que no era aplicable autorizar el apoyo de abastecimiento solicitado por la parte actora.

A ese respecto, dichos argumentos deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia aplicable al caso por analogía, No. Registro: 187,973, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 04 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- En primer término, es necesario precisar que el acto impugnado lo constituye el Acuerdo No. ********** de fecha veintidós de mayo de dos mil veintitrés; dictado dentro del expediente número **********y notificado el dos de junio de dos mil veintitrés, en los que se determinó improcedente autorizar que con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, se cubriera el apoyo solicitado por la aquí actora, para cubrir el pago de gastos de abastecimiento.

En el único concepto de impugnación la parte actora medularmente manifiesta que le causa agravio el acto impugnado, toda vez que no salvaguarda las garantías y derechos de legalidad, debida fundamentación y motivación , de certeza jurídica, de justicia pronta y expedita, en virtud de que sin mayores datos y argumentos jurídicos y probatorios negó en perjuicio el abastecimiento solicitado, así como  las consecuencias que se han generado en su perjuicio con motivo de la negativa de su petición, pues considera que no se le esta otorgando un apoyo al que tiene derecho por el daño que se le ha venido ocasionando constantemente, por lo que estima violado en su perjuicio los artículos 1 y 16 constitucional y que además no se le otorgó una medida de apoyo a la que tiene derecho, incumpliendo lo dispuesto por los numerales 1 párrafo 2, 2, 5, 7, 8, 9, 27, 40 fracción I, 84 párrafo tercero y demás relativos de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado y que sin sustento legal alguno, la CEEAV niega el apoyo solicitado, no obstante que de acuerdo a los citados normativos está obligada a proporcionar atención inmediata, en especial en materia de asistencia social, como es en el presente caso, el abastecimiento solicitado durante el tiempo que sea necesario, para garantizar que la víctima supere las condiciones de necesidad inmediata, pues la CEEAV en ningún momento emitió argumentos que demuestren que la actora ya supero las condiciones de necesidad.

Enseguida reitera que el acto impugnado no cumple con la debida fundamentación y motivación, porque en dicho acto impugnado determinó lo siguiente: “….que en términos del artículo 5 de la Ley, debe resultar del análisis de las características de los hechos y sus consecuencias, así como de las particularidades de las víctimas atendiendo aspectos tales como la gravedad de los daños sufridos a consecuencia de los hechos, las necesidades que derivan de ellos, las condiciones socioeconómicas, la repercusión de los daños en la vida familiar, la imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño, la posibilidad de acudir a los servicios multidisciplinarios Estado, su grado de vulnerabilidad, entre otros principios y enfoques, aplicando siempre las que sean más benéficas para las personas, y en tanto se cumpla con los requisitos establecidos en loa legislación aplicable, siguiendo los criterios transparencia, oportunidad, eficiencia y rendición de cuentas y que considerar solo lo anterior, no resultaría suficiente para autorizar de una manera generalizada toda petición de acceso al Fondo Estatal presentado ante ellos, toda vez que a cada solicitud corresponde un análisis independiente en el que sea posible verificar el cumplimiento a los requisitos y nexo causal  (necesidad – hecho victimizante). Que al realizarse el análisis de evidencias y verificación de la documentación que acompañe a mi solicitud, y la que ha sido integrada al expediente, así como los datos que obran en los diversos expedientes, se advierte que, en fecha 24 de noviembre de 2020, le fue notificada la resolución de Reparación Integral emitida dentro del expediente **********, en la cual  dentro del plan de Reparación Integral se determinaron medidas de restitución rehabilitación, compensación, satisfacción y no repetición con la finalidad de garantizar a la víctima su reparación integral, efectiva y eficaz como consecuencia de la violación de derechos humanos….”,  pero que en ningún momento de manera razonada, realizó algún estudio que le llevara a determinar su grado de vulnerabilidad, sus condiciones socioeconómicas, la repercusión de los daños en su vida familiar y si tiene o no un trabajo que le permita obtener los recursos necesarios para cubrir las erogaciones que realizó constantemente, por las diligencias que tiene que realizar para dar el impulso procesal a los procedimientos iniciados ante diversas autoridades para hacer valer sus derechos. Y concluye diciendo que todo acto administrativo debe ser emitido y/o ejecutado por el órgano competente, dentro de la esfera de sus respectivas atribuciones que la ley le encomienda, y que la exigencia de fundamentar dicha competencia, tiene como propósito que el gobernado tenga la posibilidad de atacar actos que no fueron debidamente emitidos, por lo que a su consideración la resolución emitida por la Comisión Ejecutiva es susceptible de decretarse su nulidad.
Al respecto, primeramente se debe de manifestar que a consideración de esta Segunda Sala Unitaria, el acto impugnado, -Acuerdo No. **********  si cumple con la obligación de fundar y motivar su determinación, así como la competencia de su emisor, según se advierte del acto impugnado.

En efecto como ya quedo precisado en el resultando primero y en el considerando segundo de la presente resolución, la parte actora acompaño a su demanda el citado acuerdo **********, el cual se inserta en imagen digitalizada enseguida.
(Imagen Digitalizada)
De la imagen digitalizada se advierte que, la emisora cita como apoyo de su determinación diversas disposiciones normativas, dentro de las cuales resalta el artículo 8 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado, así como los artículos 34 incisos e y f;  y 35 de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; los cuales son del tenor literal siguiente.
ARTÍCULO 8º. Las víctimas recibirán ayuda provisional, oportuna y rápida de los Recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral de la Comisión Ejecutiva Estatal, de acuerdo a las necesidades inmediatas que tengan relación directa con el hecho victimizante para atender y garantizar la satisfacción de sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, atención médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas y seguras, a partir del momento de la comisión del delito o de la violación de los derechos o en el momento en el que las autoridades tengan conocimiento del delito o de la violación de derechos. Las medidas de ayuda provisional se brindarán garantizando siempre un enfoque transversal de género y diferencial, y durante el tiempo que sea necesario para garantizar que la víctima supere las condiciones de necesidad inmediata. 

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos que atenten contra la vida, contra la libertad o la integridad, así como de desplazamiento interno, recibirán ayuda médica y psicológica especializada de emergencia en los términos de la presente Ley.  
Los servidores públicos deberán brindar información clara, precisa y accesible a las víctimas y sus familiares, sobre cada una de las garantías, mecanismos y procedimientos que permiten el acceso oportuno, rápido y efectivo a las medidas de ayuda contempladas en la presente Ley  
Las medidas de ayuda inmediata, asistencia, y atención se brindarán por las instituciones públicas de los gobiernos, estatal y municipales a través de los programas, mecanismos y servicios con que cuenten, salvo en los casos urgentes o de extrema necesidad en los que se podrá recurrir a instituciones privadas. 

Las víctimas podrán requerir que las medidas materia de esta Ley le sean proporcionadas por una institución distinta a aquélla o aquéllas que hayan estado involucradas en el hecho victimizante, ya sea de carácter público o privado, a fin de evitar un nuevo proceso de victimización.  
La Comisión Ejecutiva Estatal, deberá otorgar, con cargo a sus Recursos de Ayuda, medidas de ayuda provisional, ayuda, asistencia, atención y rehabilitación que requiera la víctima para garantizar que supere las condiciones de necesidad que tengan relación directa con el hecho victimizante. En casos urgentes, de extrema necesidad o aquellos en que las instituciones de carácter público no cuenten con la capacidad de brindar la atención que requiere, la Comisión Ejecutiva podrá autorizar que la víctima acuda a una institución de carácter privado con cargo al Fondo.  
La Comisión Ejecutiva Estatal, deberá otorgar, con cargo al Fondo que corresponda, los Recursos de Ayuda que requiera la víctima para garantizar que supere las condiciones de necesidad que tengan relación con el hecho victimizante.  
En caso de que La Comisión Ejecutiva Estatal no cuente con disponibilidad de recursos para otorgar medidas de ayuda inmediata, podrá solicitar a la Comisión Ejecutiva Federal por escrito y con cargo al Fondo Federal, cubrir los gastos, comprometiéndose a resarcirlos en los términos establecidos en esta Ley, en la Ley General de Víctimas y los convenios celebrados al efecto.  
“Artículo 34. El otorgamiento de los apoyos de ayuda inmediata, asistencia y atención en relación con las necesidades consideradas urgentes de las víctimas o sus familiares, se sujetará al siguiente procedimiento:

e. Integrado el expediente de solicitud de ayuda, el Área de Trabajo Social deberá turnarlo a la Dirección General de la Unidad de Primer Contacto, para efecto de que admita, analice y valore la procedencia de la solicitud de acceso, en los términos de la Ley, su Reglamento y las Reglas de Operación. 

f. La Dirección General de la Unidad de Primer Contacto deberá verificar que el expediente se encuentre integrado en los términos que señala el artículo 154 de la Ley, que contenga el hecho victimizante, la condición socioeconómica de la víctima o solicitante, la gravedad del daño sufrido y sus consecuencias, así como el detalle de las necesidades que requiera. De ser el caso, requerirá al Área de Trabajo Social que, en un término no mayor a 24 horas, subsane las deficiencias de integración del expediente.”

“Artículo 35. Cuando el monto de la solicitud de ayuda se ajuste a los montos y parámetros fijados en el Tabulador de las Reglas de Operación, el Director General de la Unidad de Primer Contacto en un término no mayor a dos días hábiles siguientes a la admisión del expediente, presentará al Comisionado Ejecutivo para su aprobación y firma, el Acuerdo de Procedencia que resuelva la solicitud de acceso al Fondo.”

De los normativos en cita se desprende primeramente que dentro de los derechos de ayuda, asistencia y atención de las víctimas, se encuentra el de recibir ayuda provisional, oportuna y rápida de los Recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral de la Comisión Ejecutiva Estatal, de acuerdo a las necesidades inmediatas que tengan relación directa con el hecho victimizante, es decir, que la Comisión Ejecutiva Estatal, deberá otorgar, con cargo al Fondo que corresponda, los Recursos de Ayuda que requiera la víctima para garantizar que supere las condiciones de necesidad que tengan relación con el hecho victimizante.
Asimismo y en segundo lugar establecen la facultad del Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, para analizar, validar y emitir resoluciones derivadas de las solicitudes de acceso a los recursos del Fondo, en relación con las solicitudes de ayuda, asistencia o atención, cuando los montos y parámetros fijados en el Tabulador de las Reglas de Operación, con la aprobación del Comisionado Ejecutivo y el procedimiento al que se sujetara el otorgamiento de los apoyos de ayuda inmediata, asistencia y atención en relación con las necesidades consideradas urgentes de las víctimas o sus familiares, por lo que es evidente que en el acto controvertido, si se citaron los preceptos que otorgan la competencia a las autoridades demandadas para emitir las decisiones que hoy se controvierten, de ahí que no le asiste la razón a la parte actora cuando señala que las emisoras no fundamentan su competencia.

Ahora bien Como motivación se señala, lo siguiente: 

“…que si bien es cierto, la Ley de Atención a Víctimas para el Estado en los artículos 2, 7, 8, 9 27, 84 y 95, dispone que es derecho de las victimas recibir por parte de la Comisión Ejecutiva medidas de ayuda, asistencia y atención que satisfagan sus necesidades inmediatas al hecho victimizante, también es cierto que el garantizar esa satisfacción de necesidades, aplica siempre y cuando deriven del hecho victimizante, sin que se entienda que las medidas deban ser permanentes o exclusivamente con cargo a los Recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, sino hasta en tanto se supere la condición de necesidad inmediata y para lo cual se podrá recurrir a los servicios que ofrece el estado, para lo que podrá requerirse de la participación de las Instituciones y entidades estatales o municipales que integran el Sistema Estatal de Atención a Víctimas, encargadas de la protección, ayuda, asistencia, atención y defensa de los derechos de las víctimas; aunado a que, en todo caso la procedencia y pertinencia de medidas con o sin acceso a los recursos del fondo Estatal, en términos del artículo 5 de la Ley, debe resultar del análisis de las características de los hechos y sus consecuencias, así como de las particularidades de las víctimas, atendiendo aspectos tales como la gravedad de los daños sufridos a consecuencia de los hechos, las necesidades que deriven de ellos, así como las condiciones socioeconómicas, la repercusión de los daños en la vida familiar, la imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño, la posibilidad de acudir a los servicios multidiciplinarios del Estado, su grado de vulnerabilidad (….) sin embargo, considerar solo lo anterior, no resultaría suficiente para autorizar de una manera generalizada toda petición de acceso al Fondo Estatal presentada ante esta autoridad, toda vez que ha cada solicitud corresponde un análisis independiente en el que sea posible verificar el cumplimiento a los requisitos y nexo causal (necesidad – hecho victimizante) referidos en párrafos anteriores.

En ese sentido y sobre el contexto normativo señalado, al realizarse el análisis de evidencias y verificación de la documentación que acompaña a su solicitud y la que ha sido integrada en el expediente en que se actúa, así como los datos que obran en los diversos expedientes, se advierte que, en fecha 24 de noviembre de 2020, le fue notificada la Resolución de Reparación Integral emitida dentro del expediente **********, en la que dentro del Plan de Reparación Integral se determinaron medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y repetición con la finalidad de garantizar a la víctima su reparación integral efectiva y eficaz como consecuencia de la violación de derechos humanos.
Por lo anterior se advierte que la necesidad planteada por ********** no resulta procedente, debido a que la Resolución Integral se encuentra firme lo cual permite evidenciar que sus condiciones de necesidad inmediata se encuentran superadas y con el debido seguimiento a la atención de las medidas señaladas para la reparación integral de la solicitante…” 
De lo anterior se desprende que la autoridad demandada, al emitir el acto impugnado, señala que al realizarse el análisis de evidencias y verificación de la documentación que acompaña a su solicitud, así como los datos que obran en los diversos expedientes, se obtiene que el 24 de noviembre de 2020, le fue notificada la Resolución de Reparación Integral emitida dentro del expediente **********, en la que cual, dentro del Plan de Reparación Integral se determinaron medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y repetición con la finalidad de garantizar a la víctima su reparación integral efectiva y eficaz como consecuencia de la violación de derechos humanos; en virtud de lo cual, la necesidad planteada por ********** no resulta procedente, debido a que la Resolución Integral se encuentra firme lo cual permite evidenciar que sus condiciones de necesidad inmediata se encuentran superadas y con el debido seguimiento a la atención de las medidas señaladas para la reparación integral de la solicitante.
Es decir, que la emisora del acto si le está precisando a la hoy actora que no es procedente su solicitud de acceso a los Recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, en virtud de que ya le fue otorgada la reparación integral del daño, mediante la Resolución de Reparación Integral emitida dentro del expediente **********, y la cual no fue controvertida mediante algunos de los medios previstos en la Ley.

En ese tenor la emisora del acto si le está dando a conocer a la hoy actora, el razonamiento por el cual determinó que no era posible autorizar que con cargo a los recursos del Fondo Estatal, resultara procedente su solicitud de acceso a los Recursos del Fondo de Ayuda, al habérsele otorgado ya la reparación integral del daño, mediante la Resolución de Reparación Integral emitida dentro del expediente **********destacando que dicha resolución quedó firme al no haber sido controvertida mediante alguno de los medios legales previstos en la ley.
A mayor abundamiento, si en la resolución impugnada, la autoridad demandada resolvió conforme a sus facultades lo conducente sobre la solicitud de la aquí actora, luego entonces, la demandante debió controvertir la fundamentación y motivación expresada por la autoridad demandada en el acto impugnado, para desvirtuar la legalidad de la misma, y no solo limitarse a señalar que se encontraba inconforme con la resolución impugnada en alguno de los aspectos que abordó.

En tales condiciones, por los razonamientos  citados con antelación, no le asiste razón a la actora para que proceda la nulidad de los actos impugnados, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte de la actora las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución.  

En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos reclamados consistentes en el Acuerdo ********** de fecha veintidós de mayo del dos mil veintitrés, dictado dentro del expediente número **********, emitido por el Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, y aprobada por el Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249 y 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por correo electrónico a las autoridades demandadas. 


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.
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